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8 LIBBO TERCERO. — CAPITULO I 

No hay duda que el Estado que pagó lo que no debía, tiene de- 
recho á pedir lo pagado de este modo, y, en tal hipótesis, conven- 
drá aplicar los principios del Derecho Romano para regular el 
derecho y la obligación reciproca. 

£x>8 hechos que ocasionan una lesión á los derechos de un Esta- 
do, ó á los de las personas protegidas por éste, pueden dar origen 
á la obligación de indemnización de daños por parte del Estado 
que, de moiuproprio y sin motivo legitimo, fué el autor responsable 
del daño. 

Respecto de estas obligaciones especiales, conviene tener en 
cuenta las reglas expuestas en el cap. IV de la Sección segunda 
del Libro I, para decidir cuándo puede ser responsable el Estado 
por las lesiones que hayan podido ocasionar sus actos. Establecida 
la responsabilidad, es natural que deba admitirse la obligación de 
la reparación, que hade consistir en la indemnización debida á 
la parte lesionada en proporción al daño sufrido. 

1.013. La segunda fuente de obligaciones puede ser el con- 
sentimiento tácito, esto es, el que, sin haberlo declarado con pa- 
labras, resulta de actos suficientes para probar el consentimiento 
obligatorio. Ebto puede decirse de la costumbre, la cual, cuando 
resulta de una serie de actos inequívocos, uniformes, notorios y no 
contrarios al Derecho internacional, es origen de obligaciones y 
derechos entre los Estados. 

El valor jurídico de la costumbre se halla en la repetición y la 
constancia; de donde se deduce el consentimiento tácito por parte 
del otro Estado que la autoriza, reconoce y conserva en su conti- 
nuidad. Mientras dicha costumbre no sea abolida por medio de un 
tratado ó de pactos que impidan su continuación, conserva su 
fuerza jurídica obligatoria. 

No puede decirse lo mismo del uso, en el que no se halla en 
realidad elemento contractual como en la costumbre. El simple 
uso no da origen á obligación jurídica, cuyo cumplimiento pueda 
exigirse, pues se funda en la débil base de la camiias genHum, y si 
se ha respetado, no es porque lleve consigo una obligación perfec- 
ta, sino por la utilidad que al Estado puede proporcionar el hecho 
de respetar ciertos usos, tal vez por no ver suspendidos otros que 
tenga interés en conservar, ó porque la suspensión de un uso pu- 
diera interpretarse como una manifestación hostil hacia un Estado 
amigo (1). 



(1) Por ejemplo, según las reglas diplomáticas, se ha introdacido 
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en absoluto á uno de aquellos derechos que son esenciales para la 
personalidad del Estado. Asi como entre los individuos hay ciertos 
hechos que no pueden ser objeto de obligación lícita» porque se 
oponen á elJo la ley moral, la ley natural ó la ley positiva que de- 
clara ciertos hechos fuera de comercio, así también deja de ser 
absoluta é ilimitada para los Estados la facultad de obligarse con 
cualquier clase de manifestación voluntaria, y sólo puede valer la 
obligación cuando el derecho de que se trate sea lícito con arreglo 
á los principios del Derecho internacional y de la moral universal, 
y sea además posible (1). 

I.OIB. Puede, pues, decirse que los principios generales del 
derecho común y del derecho natural que se aplican para decidir 
acerca de la existencia y validez del consentimiento respecto á to- 
das las relaciones consensúales entre los individuos, pueden tam- 
bién aplicarse respecto á la existencia y validez de una obligación 
entre dos Estados; que ciertas formalidades, que deben conside- 
rarse como indispensables para que la obligación sea perfecta, no 
dejen de observarse; que la falta de éstas puede influir en ciertos 
casos sobre la existencia de una obligación, y dar lugar á su nuli- 
dad en otros, etc., etc. Mas, aparte de estas reglas generales y 
otras que pueden deducirse de la teoría general de las obligacio- 
nes en lo que sean aplicables, deben tenerse muy en cuenta las 
sabias máximas de Ortolan, que se expresa en estos términos: «Im- 
ix)rta notar que se caería en el error si se estableciese una asimi- 
lación completa entre los contratos celebrados por los particulares 
y los convenios internacionales. 

«Aunque los principios generales que los rigen sean los mis- 
mos, los Estados, como grandes aglomeraciones colectivas, se di* 
ferencian mucho de los particulares en su naturaleza, en su modo 
de resolverse y de obrar, en sus intereses y en las cosas á que ós- 



(1) Admitido que entre los Estados hay una ley absolata y nataral de 
jasticía de la que se derivan los derechos y los deberes naturales, y que 
hay también una moral internacional que se deriva de la misma fuente 
(véase el 1. 1, § 179, 181 y 217), debe deducirse que deberá observarse, res- 
pecto de las obligaciones entre los Estados, la regla de que la materia ha de 
ser lícita y posible, y convendrá tener presente la máxima de Paulo: Qtiod 
vero contra raJtionem juris receptum csf, non est producendum ad consequen- 
tías (L. 14, Dig. De l^ihwt)^ y la de Papiniano: Qucte facía laedunt pietatem, 
existimationenif verecundiam nostramy et^ ut generaliter dvcam^ contra bonos 
nwresfiunt nec faceré nosposse aredendum est (L. 15, Dig. De condit. istit) 
En otros tiempos, el monarca personificaba el Estado y podía reputarse li- 
cito cualquier pretexto, aunque fuese contrario á un principio jurídico. 



in obligatione, sed aájecta lantum sotutionis gralia. 

Por el coQtrario, en la obligación alteroativa el objeto de ésta 
queda, por decirlo asi, en suspenso hnsta que be elige la prestación 
qne 86 prefiere para cumplir la obligación, y ya Bea que la elegida 
corresponda al Estado obligado, como es natural, ya sea que se 
haya reservado al Estado acreedor, la liberación sólo se consigue 
mediante el cumplimiento integro de la prestación elegida, la cual, 
cuando se ha determinado mediante la elección, se convierte en el 
objeto principal de la obligación contraída. 



bechoB análogos, pueden también aBumirse verdaderas obligacio- 
neB perfectas entre los £Btadoe, siempre que dichos actos tengan 
por objeto confirmar el acuerdo entre dos Estados y los compromi- 
BOfl reciprocamente contraídos. Sin embargo, estos actos no ad- 
quieren au forma perfecta sino cuando han sido debidamente san- 



(I) Véase el tomo I, libro I, eec. 2.«, cap. I\'. 



con la intención de obligarse, habrá el vínculum juris que constitu- 
yen la esencia de la obligación convencional. 

Deseando dar una defíntción de la convención entre doa ó más 
Estados, en cuanto es una amplísima fuente de derechoB entre 
aquéllos, creemos lo mejor adoptar la que daban loa jurísconaultos 
romanos, y aplicarla al caso presente: fLa uni<\n de doH ó más 
Estados en una voluntad conforme, declarada con el ñn de deter- 
minar algunas relaciones juridlcasu. De donde se deduce el vincu- 
Zwmj'itm que es la obligación coyvencional entre los iCstados (1), 
ó sea la relación jurídica que se crea mediante el tratado. 

Con la palabra tratado se designa el contenido de la obligación 
y el acto escrito que es la prueba de la misma. Conviene, sin em- 
bargo, distinguir bien una cosa déla otra, porque las reglas apli- 



(I) Obligaíionttm subttantia non ín eo consislil iií aliqtiod corpus nottntm 
atU servituttm nostram fadat, ttd nt nlium nobie obstringaf ad daainm ati- 
quid, vd fatüendum oel praeítandum, L. 3 Dig., De oblig. et aetí. 



de aquéllos ee funda en la libre voluotad recíproca — como sucede 
con las Terdadeíae obligaciones convencionales impuestas por un 
tratado — ni que los principios que regulan las obligacioncB jurídi- 
cas que se derÍTan de un coQTenío, sean aplicables á estas máxi- 
mas de derecho. 

£n este punto nos referimos á lo que hemos dicho anterior- 
mente (2), reconociendo como exacto, en el actual estado do co- 
sas, lo que escribía Leibnitz: Quam enim gentes millo superiore in 
lerris conlineantur, sunt illis pro legibus, quae tpsi liben dixére reí 
scí-iplis lalivtis, vel moiibm inlrodudis, qui saepe scripturis ipsü com- 
probantur (3). 

Para evitar toda equivocación respecto de este punto, paré- 
cenos indispensable reservar el nombre de tratado á aquellos ac- 
tos que crean obligaciones jurídicas convencionales, y denomi- 
nar declaraciones aquellos otros en que los Estados reconocen los 
principios comunes de derecho internacional; y cuando llegue el 
tiempo en que reunidos en Congreso solemne los Estados reconoz- 
can, declaren, formulen y sancionen los preceptos de la justicia 



entre el vencedor y el vencido, y para proveer á loa intereaes partícntarea 
de los Estados. No tenemos aciOB solemnes para proclamar las máximas 
<le la justicia y fijar la norma de la conducta de los Estados coa ¡nteación 
de darle forma lepil, pero llegará tiempo en que, eBclarecida !a verdadera 
idea del derecho entre loa Estados, se reunirán éstos para proclamar re- 
glas para la convivencia de los pueblos, j sentirán la necesidad de fijar 
tales normas dándoles verdadera forma legal. 

(1) I» mismo debe decirse de los pactos que se hallan en muchos tra- 
tados para asegurar el respeto de los derechos de propiedad correspon- 
dientÑ á los particulares, ó el que tiene cada caal de disponer de sus co- 
sas mediante testamento, etc., como, por ejemplo, en el tratado concluido 
entre Italia y Servia en 28 de Octubre y 29 de Noviembre de 1879. 

(2) V. elt. I.§I72 7sig. 

(8) De aelorum publicorvm weu atqite de principiU juris naíurae et gen- 
tiurn, Diseert. 2.>, pág. SIO. 



! 






20 LIBRO TERCERO.— CAPITULO II 

tor — lo8 tratados de cesión, de limites ó cambios de territorio, ó 
aquellos que crean una servidumbre permanente > (1). 

ILmWtf^* No creemos que pueda decirse que esta división está, 
fundada en derecho, porque no podemos comprender cómo unu 
obligación convencional pueda considerarse inmutable. Admití - 
mos que las obligaciones sean por término determinado ó inde- 
terminado; pero esto no autoriza á considerar como inmutables la& 
convenciones por tiempo indeterminado, siendo asi que sólo Boit 
eficaces y definitivas hasta que un nuevo convenio viene á modi- 
ficarlas. 

Todos los tratados son inmutables en el sentido de que, cuando 
una obligación jurídica es perfecta, la relación que de ella se de- 
riva no podria variarse por el consentimiento de una sola de las 
partes obligadas. Por consiguiente, cuando en ejecución del tra- 
tado hubiese la parte obligada dado lo que debía, no podrá hii- 
blarse de variar lo que ya se ha cumplido, ó sea lo que fué el efec- 
to de la obligación asumida. Esta es la razón por la que cuando 
se celebrase un tratado de cesión y el territorio cedido hubiese sidtj 
ya entregado, ó si se hubiesen establecido los límites entre do& 
Estados en ejecución de un tratado, en tales casos y otros análo- 
gos, el tratado estaba ya ejecutado, la cosa prometida, entregada, 
y los acontecimientos que pudieran sobrevenir no anularían en 
modo alguno lo hecho, ni podria hablarse de volver sobre los 
acuerdos tomados en dichos tratados. 

Admitimos, sin embargo, que cuando el objeto de la conveu- 
ción es una obligación continua, podria aquella permanecer sus- 
pensa en ciertos casos ó quedar disuelta en otros, por sobrevenir 
acontecimientos que puedan legitimar la suspensión ó disolución, 
y bajo este punto de vista podría discutirse si el hecho de sobre- 
venir una guerra podrá considerarse como una tácita condición 
suspensiva ó resolutiva de los tratados que lleven consigo una 
obligación continua; pero estas distinciones, que son muy fun- 
dadas, en derecho, no pueden modificar la naturaleza de la cosa. 

El atributo «perpetuo» no puede darse de un modo absoluto ni 
aun á aquellos actos con los cuales se reconocen ciertos princi- 
pios generales de derecho y se formulan ciertas reglas jurídicas 
declarándolas obligatorias entre las partes, puesto que estos actof^, 
que no tienen, como ya hemos dicho, el carácter de verdadera? 
convenciones, no podrán llamarse inmutables en el sentido de qu€* 



(J) Droit intern,^ parte tercera, cap. II, núm. 9. 



tmv^BLmPH •_y._ .^ 
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nales, sinalagmáticae, unilaterales, á plazo fijo, revocables ó irre- 
vocables, principales [ó accesorias; y si se atiende á la naturaleza 
de las obligaciones convencionales que pueden crearse con el cou- 
sentimiento reciproco, no hay duda que pueden ser diversas, y díi 
da importa que la obligación no sea igual y recíproca. Siempre que 
el consentimiento haya sido libre, recíproco y prestado con inten- 
ción de obligarse, basta esto para que nazca el vinculumjuris, que 
es la sustancia de la obligación convencional. 

I.OIBO* Si se atiende á la forma del título de que se deriva 
el pacto recíproco, puede hacerse una división de los pactos entre 
los Estados, por ejemplo, según se derive de un convenio escrito 6 
no escrito. Acostúmbrase redactar los acuerdos por escrito, para 
que haya siempre una prueba de lo que fué objeto del acuerdo; 
pero, según los principios del derecho, nada se opone á que se con- 
cluya un pacto verbal, porque llenando las condiciones que expon- 
dremos en seguida para asegurar que los que contraen la obliga- 
ción están debidamente autorizados, y que representan á sus res- 
pectivos Estados, si se puede probar lo que se convino entre la.«^ 
partes, tendrá el pacto verbal el mismo valor que el escrito. Esto 
puede decirse de los pactos preliminares concluidos en tiempo de 
guerra, pues, aunque hechos verbalmente, son obligatorios, lo mis- 
mo que los convenios escritos. 

Las convenciones escritas pueden ser redactadas bajo cualquier 
forma, con tal que sea suficiente para probar lo que se convino en- 
tre las partes contratantes. Puede, en efecto, hacerse esto, me- 
diante una declaración suscrita por entrambas partes, ó por una 
declaración y una contrádeclaración, cuya forma se usa cuando el 
acuerdo versa sobre hechos determinados, sean generales ó parti- 
culares, y las partes quieren hacer constar el acuerdo sobre ciertos 
puntos ó sobre ciertos principios. 

Puede usarse también la forma de suscribir dos notas ó dos 
manifiestos, ó puede asimismo suscribirse un protocolo, uniéndolo 
al tratado, con la declaración de que debe considerarse como parte 
integrante del mismo, etc., etc. 

Todo esto nos lleva á concluir que, bajo el aspecto de la forma 
de la redacción de los tratados, no hay reglas absolutas. Pudiendo 
ser aquéllas diversas, y no debiendo considerarse ninguna como 
esencial, será indiferente que se emplee una ú otra para hacer 
constar lo convenido, siempre que en ella se halle sustancial- 
mente lo necesario para probar qiiod actum est. 



de BUS ¡DtereseB dináeticos. Tampoco pueden denominarse trata- 
dos los acuerdos con el Jefe de la Iglesia, los concordatos, porque 
ia Iglesia no es un Estado ni au Jefe un soberano ó un rey. Bstoe 
y otros actos á ios que falten los elementos jurídicos esenciales é 
indispensables para que tengan una existencia de hecho, según su 
naturaleza, no pueden ser considerados como tratados. 

Los requisitos necesarios para la validez de éstos, son: prime- 
ro, la capacidad de las partee; segundo, su consentimiento; terce- 
ro, el objeto licito y posible según los principios del Derecho in- 
ternacional. 

La falta de estos elementos puede, en ciertos casos, anular el 
tratado; pero, basta que la parte interesada provoque su anula- 
ción y se declare la reclamación bien fundada, debe considerarse 
eficaz el tratado. 

■ <OSS. En lo que se reSeie á la capacidad de las partes, de- 
bemos observar, ante todo, que así como el derecho de celebrar loe 
tratados es uno de los principales atributos de la soberanía, asi 
debe considerarse capaz cualquier Estado que se halle en el pleno 
goce del poder soberano. 

En la hipótesis de que el Estado no se halle en posesión de sus 
derechos de soberanía, como sucede A los que se hallan bajo un 
protectorado y á loe Estados vasallos, para decidir si el derecho de 
estipular los tratados pertenece al Estado protector ó al protegido, 
conviene atender al diverso modo como está repartido entre am- 
bos Estados el ejercicio de los derechos de eobeíania y las limita- 
ciones acordadas entre los mismos (1). 



(1) Un ejemplo reciente acerca de la limitación para concluir tratadoe 
impueata á un Estado tributario, ha tenido logar en el tratado de Berlín 
de 13 de Julio de 1878. En dicbo tratado se constituyó la Bulgaria en 
Principado anUnomo y tributario del Sultán; y respecto & la facultad de 
estipular convenioB, ae dispugo por el art. B.o que todoa los tratados con- 
clnídoB por la Puerta continaarfan vigentes para dicho Principado, y que 
en el porvenir no se verificarla ningún cambio en este punte sin el previo 
consentimiento de la Paerta. La Rumelia oriental está sometida al régimen 
oonvencional acordado entre la Puerte y los demás Estados, y carece de 
capacidad para estipular tratado alguno; art. 80. En cambio. Montenegro, 
Serbia y Rumania, que ae han emancipado por completo, tienen hoy la 
misma capacidad qne ios demás Estados que diBfmtan el pleno goce de los 
derechos de soberanía. 



tico, DO puede contratar, sino que debe hacerlo por medio de las 
personas que lo represeiiteQ, y la verdadera cuestióu está en deter- 
minar bien cuándo las personas que contratan á nombre del Esta- 
do deben considerarse capaces de representarlo, de modo que la& 
obligaciones que contraigan puedan considerarse como verdaderas 
obligaciones del Estado. 

Para refiolver esta cuestión hay que tener en cuenta las leyes 
constitucionales de cada país, que son las que determinan quién 
tiene derecho & re¡)re.^entar al Estado para concluir tratados, y bajo- 
qué condiciones puede considerarse la que él contraiga como ver- 
dadera obligación del Estado. En efecto, según las instituciones de 
las monarquías absolutas, está enteramente reservado este derecho- 
ai príncipe reinante; en las monarquías representativas no puede 
á veces el tratado hecho por el príncipe obligar al Estado si no va» 
firmados los tratados por un ministro responsable, en algunos ca- 
sos, y en otros, si no han sido aprobados y ratificados por las Cá- 
maras legislativas; en las repúblicas, el derecho de contratar eiv 
nombre del Estado pertenece al Poder ejecutivo ó al Presidente, 
pero con la reserva de ser confirmados los tratados por el Sena- 
do, etc., etc. (1). 

(I) En on importante artículo publicado en el Diario qae dirige, ba 
demostrado Clunet qne estudiando el diverso régimen político de los Go- 
bierno! qaese han sucedido en Francia desde }ST1, no pueden coaaide- 
rarse váÚdoe loa convenios diplomáticos ai los tratados concluidos entre 
Francia y ios Gobiernos extranjeros por no haber llenado las condiciones 
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da ó alguna variación de territorio, sólo tendrán efecto después de 
haber obtenido el asentimiento de las Cámaras» (1). 

Esta disposición atribuye al Poder ejecutivo la capacidad para 
concluir tratados y solo subordina á la condición suspensiva del 
asentimiento de las Cámaras los tratados que lleveu consigo algu- 
na carga de Hacienda ó variación de territorio. 

Otras Constituciones son más amplias y más explícitas para 
reservar á la Cámara electiva la facultad de aprobar los tratados. 
Tal sucede con la Constitución francesa de 1848, que se expresa 
en estos términos: <£1 Presidente de la República negocia y rati- 
fica los tratados; pero ninguno será definitivo hasta haber sido 
aprobado por la Asamblea nacional.» 

Según la Constitución de los Estados Unidos, el Presidente 
puede celebrar tratados, pero con la previa aprobación del Sena- 
do, siendo necesario para ésto el voto de las dos terceras partes de 
los senadores. 

En Alemania, según la Constitución de 1871 , se dispone que 
el Emperador es el que celebra, en nombre del Imperio, alianzas 
y tratados con las naciones extranjeras; pero si los tratados se re* 
firiesen á objetos que, según el art. 4.^, pertenecen á la esfera de 
la legislación del Imperio, es necesario para su conclusión el asen- 
timiento del Consejo federal y la aprobación del Reichstag para 
su validez. 

Mucho más explícita es, respecto de este punto, la Constitu- 
ción española de 30 de Junio de 1876. Según el art. 54, pertenece 
al rey dirigir las negociaciones políticas y comerciales con las Po- 
tencias extranjeras. Según el art. 55, debe el rey hallarse necesa- 
riamente autorizado por una ley especial para ratificar los trata- 
dos de alianza ofensiva, los especiales de comercio, los que esti* 
pulan subsidios á las Potencias extranjeras, y todos aquellos que 
puedan obligar individualmente á los españoles. 

Es evidente que en aquellos Estados cuya ley constitucional 
dispone expresamente que el Jefe del Estado no puede celebrar 
tratados sin la autorización de un Consejo, como sucede según la 
Constitución de los Estados Unidos de América ó del Imperio de 
Alemania, y en aquellos cuya ley exige la autorización de las Cá- 
maras representativas, como sucede con la Constitución española, 
los Cuerpos del Estado designados por la ley constitucional, están 
llamados á com^^/etor la capacidad del soberano,» de modo que» 



(1) Art. 5.0 del Estatuto de 4 de Marzo de 184S. 
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Algunos publicistas, entre los que se cuenta á Vattel, han con- 
siderado al ministro provisto de plenos poderes como un manda- 
tario, y han sostenido que á los actos de aquél pueden aplicarse 
las mismas reglas que se aplican á los de éste, concluyendo de aquí 
que, asi como las obligaciones contraidas por el mandatario dentro 
de los límites de su mandato, obligan al mandante, asi también 
las obligaciones contraídas por el plenipotenciario en los limiteB 
de sus poderes obligan al soberano en cuyo nombre se ha estipula- 
do alguna cosa(l). 

A este propósito, dice Martens: «Lo que promete un mandata- 
rio, ministro, etc., dentro de los límites del poder que se le ha 
conferido y en cuya virtud ha entrado la nación extranjera en 
negociaciones con él, es obligatorio para el Estado que le autoriza, 
aun cuando se haya separado de las instrucciones secretas que se 
le hubiesen dado al efecto. El derecho de gentes universal no exi- 
ge á este propósito una ratificación particular (2). 

Esta teoría ha sido impugnada con razón por otros publicistas, 
entre ellos Schmalz, Bynkershoek, Pinheiro-Ferreira, Wheaton, y 
más recientemente por Calvo (3). Estos escritores han observado 
que la misión confiada por un soberano á sus agentes diplomáti- 
cos para negociar y concluir un convenio internacional bajo cier- 
tas bases, no puede equipararse á un mandato, ni á tal asunto 
pueden aplicarse las mismas reglas que se admiten en los nego- 
cios civiles. 

He aquí lo que á este propósito dice Wheaton: «Bastará la re- 
flexión más insignificante para mostrar cuan grande es la diferen- 
cia que existe entre el poder dado por los soberanos á sus minis- 
tros para negociar tratados relativos á intereses nacionales, vastos 
y complicados por sí mismos, y el otorgado por un individuo á un 
agente ó mandatario para tratar con otro en su nombre sobre asun- 
tos ó negocios particulares. Los actos de los ministros públicos ve- 
rificados con estos plenos poderes se han considerado, desde tiem- 



(1) Vattel, Droit des gens^ anotado por Pradibr Foderé, libro 11, capí- 
tulo XII, % 16Q.—Kl^bek, Droit idea gene, §§ 141 y 142.— Grotius, De 
jure helli, libro II, cap. XI, § 12. — Pufpbndorf, De jure naturae, libro III, 
cap. IX, § 2.0 

(2) Droit des getis, % 48. 

(3) BiNKBRSHOEK, QuaesL jur. pu¡b,, libro II, cap. VIL — Veroé, nota á 
Martens, obra citada. — Fbrrbira, núm. 25 de sus notas á Martbns. — 
SoHMALZ, Droit des gens européen^ cap. III, pág. 53. — Ortolan, Diplam. de 
la mer, libro I, cap. V. — Wheaton, Droit intemationalf tomo I, cap. 11, 
§ 5.0, pág. 229.— Hefptbr, Derecho internacional, § 87.— Oalto, Derecho 
interfiacionalj § 697. 



-I .oa«. i£8ta doctrina, que después ba prevalecido en In prác- 
tica interDacional, debe considerarse como la más fundada. Un 
pleDÍpotenciario sólo debe reconocerse capaz para negociar el tra- 
tado Bobre las bases de los poderes recibidos; pero haya hecho ó 
no la reserva de la ratificación por parte del Soberano para que el 
tratado pueda considerarse perfecto y definitivo, debe sostenerse 
6o todo caso que nada hay ultimado hasta que dicha ratificación 
haya tenido efecto. 

Por lo demás, sólo tiene esta cuestión importancia respecto de 



(1) ObraciUdft. 

(2) Vóase Moniteur, sesión del miércoles í." de Febrero de 1843. 
Calto reflere diversos casos de negativa de ral ¡fi 0811:1011, y entre éstos, 

la del rey de Holanda á sancionar et tratado de incorporación de Luxem- 
bargo i la Unión aduanera (Zollverein) en 1811. Véase Cilto, obra citada, 
§698. 



Derecho ini. piMico.—Touo III. 
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recho que sea una mera formalidad la sanción del rey; pero tam« 
poco puede admitirse que éste pueda negar su sanción á las leyes 
votadas por las Cámaras representativas, á no aconsejarlo asi gra- 
vísimas razones. 

Esta regla puede considerarse hoy sin verdadera aplicación 
práctica, puesto que, como no hay un poder superior legítimo para 
obligar á un Estado á cumplir sus compromisos de honor, ni hay 
otro medio legítimo á no ser las represalias ó el rompimiento de 
las buenas relaciones, debe concluirse que, cuando un Soberano 
se niegue sin razones justas y legítimas á ratificar un tratado, no 
hay modo de compelerlo á que reconozca y cumpla su obligación. 
Pero si prevaleciese la laudable costumbre de agregar á todo tra- 
tado la cláusula compromisoria, de designar arbitros para que de- 
cidiesen cualquiera cuestión, podrían condenar al Estado mismo á 
una indemnización según las circunstancias. 

1«03S* Respecto á la segunda de las cuestiones propuestas, 
debemos recordar lo dicho para decidir cuándo la ratificación de 
las Cámaras, del Senado ó de un Consejo se considera necesaria 
para completar la capacidad de la persona que concluyó el trata- 
do, ó que delegó á otro para concluirlo en su nombre. 

1.03S* Resumiendo los principios expuestos, proponemos 
como reglas: 

a) No existe la obligación internacional del Pastado si el trata- 
do se ha concluido por un plenipotenciario traspasando los lími* 
tes de sus poderes; 

h) Cuando el tratado concluido por el plenipotenciario no ex- 
ceda dichos límites, no deberá considerarse perfecta la obligación 
del Estado sino bajo la condición suspensiva de la ratificación, 
aun en la hipótesis de que no se exija la de las Cámaras por la ley 
constitucional, y que la ratificación por parte del Soberano no se 
haya reservado expresamente en los misnios plenos poderes ó en 
la estipulación del tratado; 

c) Cuando la Constitución del Estado establezca la condición 
suspensiva de la ratificación por parte de los Cuerpos representa- 
tivos, por más que el tratado se haya concluido con arreglo á los 
plenos poderes del enviado, no obligará al Estado hasta que dicha 
ratificación haya tenido efecto; , 

d) Cuando la persona que representa al Estado haya delegado 
sus facultades en otro individuo para arreglar un tratado sin reser- 
varse la ratificación, en el caso de que las leyes constitucionales 
no exigiesen el asentimiento ó la confirmación de los Cuerpos 
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De este modo las guerras sólo terminarían con la sumisión y la 
ruina completa de la parte más débil. 

Los intereses de la sociedad civil exigen que no sean obligato- 
rios los pactos en que ha mediado fuerza ó violencia; pero no pue- 
de decirse que ha3'a mediado ésta cuando se presto el consenti- 
miento bajo ciertas circunstancias dominantes, sin las cuales el 
hombre no lo hubiese prestado. Aún más difícil es afirmar esto- 
respecto de los Estados, pues hay casos en que los intereses de la 
humanidad exigen que sean considerados como libremente consen- 
tidos los pactos suscritos bajo el imperio de la fuerza armada del 
enemigo. 

Para resolver esta cuestión con arreglo á los justos principios 
del derecho, es necesario colocarla bajo su verdadero aspecto. Na 
quiere decir esto que desconozcamos la importancia de la libertad 
del consentimiento en las obligaciones que se crean mediante la 
libre voluntad de los contrayentes. El consentimiento puede ade- 
más estar viciado por error ó por dglo en cuanto á la inteligencia^ 
por la violencia moral en cuanto & la voluntad, ó por violencia 
física en cuanto á la persona. 

Cuando pueda probarse el error deberá ser nulo indudablemen- 
te todo tratado entre los Estados. 

l.O^il. Respecto á la violencia, no debe admitirse que la 
que se refiere á la parte moral ataque realmente la libertad del 
consentimiento en las obligaciones entre Estado y Estado. Discu- 
ten los jurisconsultos si los convenios que tienen su origen en la 
intimidación deben considerarse como válidos entre los particula- 
res, y por más que algunos se hayan declarado por la nulidad, y 
otros hayan declarado nulos solamente los pactos onerosos, han 
opinado muchos que debían considerarse siempre eficaces tales 
pactos, salvo el derecho de revocar la promesa y pedir la indem- 
nización de daños y perjuicios, si los hubiese. Esta parece fué la 
doctrina de los jurisconsultos romanos, los cuales decían que el 
que contrataba en las condiciones indicadas, quamvis coactus voluit^ 
attamen voluit (1). Nuestra opinión es que respecto de los Estados 
debe admitirse con mayor razón, que la violencia moral no puede 
ser una justa causa para impugnar la libertad del consentimiento, 
porque sería raro y difícil probar que la violencia moral había sido 



(1) L. XXI, § 6.0, Dig., Quúd metus causa; L. IX, § 36, Dig. I. c; L. m, 
Cod. De hi8 quae vi] L. II, Cod. De rescind. vendit.; Schupper, Delle obliga- 
cioni, pág. 30; Buonamici, Enciclopedia giuridica, cap. XU. 
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c]ue sean siempre graves las consecuencias que pueda traer la in- 
ejecución de un tratado válido por si mismo. 

Otra cosa sería si la capacidad para realizar actos que obliguen 
al Estado estuviese limitada por la ley constitucional en la mate- 
ria de que se trata, porque entonces seria nulo el tratado si las 
partes habían estipulado cualquier cosa respecto de un objeto que, 
según los limites de la Constitución, no podía serlo de convención 
licita. 

1I.04&. Podría suponerse que hubiera imposibilidad moral 
de cumplir lo prometido si la ejecución estuviese en oposición con 
las obligaciones anteriormente contraidas con otro Estado ; pero 
esto no seria exacto, puesto que no podría decirse que el tratado 
debía considerarse intrínsecamente nulo como en el caso antes ex- 
puesto. El tratado sería válido aun cuando no pudiera ejecutarse 
por parte del Estado que prometió lo que sabia que no podia ni 
debía prometer. 

De donde se sigue que si la otra parte pidiese la ejecución del 
tratado y el Estado no pudiera verificarla por no violar el tratado 
concluido anteriormente con otra nación, estaria obligado á la in- 
demnización de los daños y perjuicios. No podemos estar confor- 
mes con Bluntschli, que formula su teoría respecto de este punto 
en la forma siguiente: «Los tratados cuyo contenido está en con- 
tradicción con los concluidos anteriormente con otros Estados, son 
nulos en lo que se refiere á lo que perjudica ó se opone á los inte- 
reses del Estado cuyos derechos anteriores se consideran amenaza- 
dost (1). Añade que dichos tratados no son nulos en absoluto, si- 
no de una manera relativa. Conservan su eficacia en cuanto el Es- 
tado cuyos derechos se han lesionado no se oponga á las modifíca- 
ciones que del tratado se derivan; pero, en caso de conflicto, debe 
obtener la preferencia el derecho convencional más antiguo. En 
nuestro sentir, no puede sostenerse la nulidad del tratado, á no 
ser en el caso en que hubiesen intervenido ambas partes en el tra- 
tado anterior, y contraído la misma obligación respecto al tercer 
Estado, pues entonces habría razón para decir que el tratado es 
nulo para ambas partes contratantes, existiendo la imposibilidad 
jurídica de ejecutarlo, puesto que fué objeto del pacto una lesión 
del derecho de otro; pero si sólo una de las partes hubiese conclui- 
do un tratado con un Estado, y después estipulase con una nación 
distinta otro que trajese consigo la lesión de los derechos eventua- 

(1) Derecho intemacion<d codif,^ § 414. 
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1.04I0* Por graves que puedan ser los perjuicios que surjan 
de la ejecución de un tratado, no podrán considerarse en modo al- 
guno como una imposibilidad moral. Nosotros no podemos admi- 
tir que ésta pueda hacer ineficaz un tratado, sino cuando surja 
por haber cedido un derecho inalienable é intransmisible por su 
naturaleza, ó de haber prometido hacer una cosa contraria al de- 
recho internacional ó al derecho natural. 

'l.O^V. La imposibilidad jurídica podría existir si del obje- 
to de la convención se derivase la violación de la ley internacio- 
nal reconocida por las mismas partes contratantes. En el supuesto 
de que los Estados sancionasen ciertos preceptos mediante el con- 
sensué geniium, y se obligasen á respetarlos y á observarlos como 
ley, existiría verdadera imposibilidad jurídica si uno se obligase 
á hacer aquello que estuviese prohibido por la ley internacional 
reconocida. 

1.04IS. Respecto á las condiciones extrínsecas necesarias 
para la perfección de un tratado, haremos notar que hasta que 
éste haya adquirido su forma perfecta, ó tenga una existencia le- 
gal como convención entre dos Estados, es necesario observar cier- 
tas formalidades, de las cuales unas son indispensables para la 
existencia jurídica del acto, otras son exigidas para poder compro- 
bar quod actum esf^ y otras para hacer eficaz el tratado respecto de 
tercero. 

Una de las formalidades indispensables cuando el tratado se 
ha llevado á cabo por medio de plenipotenciarios, como ordinaria- 
mente sucede, es la comprobación del pleno poder especial de que 
necesitan ir provistos para hacer constar su capacidad y su cuali- 
dad. La comprobación del documento, que se denomina carta- 
2)atenie^ es una formalidad habilitante, que constituye la base de 
las atribuciones conferidas al ministro encargado de negocios en 
nombre del Estado. El plenipotenciario debe presentar las cartas 
que lo acrediten y su pleno poder especial, que debe estar redac- 
tado en buena y debida forma. 

Si las demás instrucciones dadas al ministro lo fuesen para 
determinar la extensión del mandato ó resolver cualquier duda 
que pudiera surgir en el curso de la discusión y con encargo de 
comunicarlas á las demás partes, deberán ser comprobados con 
las mismas formalidades que les cartas-patentes, porque formarán 
parte integrante del mandato; pero si se hubiesen dado para indi- 
car al ministro la norma de su conducta en las negociaciones, de- 
berán permanecer secretas, y no podrán tomarse en consideración 



deoada en la sociedad de los Ketados. 

La fe invariable y ia conatancia en mantener sus propioB com- 
promifloe, son el fundamento de toda sociedad, y nftda puede ba* 

(1) Véase Itt obra del profesor Laohi, Teoi-ia dei tritUnti intemaaonali. 



a examinar a lonao la cosa juzgaaa, y, aaaa eBi>a mpoiesis, no po- 
dría el francés invocar la teoria del derecho existente antes de la 
conclueión del tratado, esto es, de poder citar al italiano en Fran- 
cia por un contrato hecho en Italia, aduciendo, que habiéndose 
ultimado el contrato con arreglo á las disposiciones del art. 14 del 



(1) VéHBemi obra Sulte dUpoBÜümi getterali del Códice ñvüe, en la qae 
expongo loBDiievoB principios relativos i la ret reactividad y á la irre- 
tcoactiviila'.l de las leyes. 
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a) Incumbe á los Gobiernos estipular con pactos expresos al 
concluir cualquier tratado, siempre que esto sea factible, que las 
controversias que puedan surgir en la interpretación y ejecución 
del mismo, deberán someterse á la decisión de arbitros imparcia- 
les para ponerse de común acuerdo. 

l.dSl^. Para esto pueden darse ciertas garantías entre las 
partes ¿ fin de asegurar el cumplimiento de las obligaciones acep- 
tadas en un tratado. Antiguamente se tenían por eficaces ciertos 
expedientes que no se consideran tales en nuestros dias. Era uno, 
por ejemplo, el juramento prestado en aquellos tiempos en que 
los derechos del Estado se hallaban personificados en el principe, 
y la sanción religiosa de los compromisos jurados por el mismo se 
consideraban eficaces para consagrar las obligaciones aceptadas. 
También estuvo en uso la entrega de rehenes, jus ostagii^ y otros 
análogos (1). 



controversias entre los Estados, presentada por Richard en el Parla- 
mento inglés, ha sido acogida favorablemente por casi todas las Asam- 
bleas. Véase la Bevue de Droit international^ 1878, página 629; 1874, 
página 129. 

Véase también el importante artícalo de Law&éncb sobre las Aplicaeh' 
nes del arbitraje, en la página 1 1 7 de dicha Revista. 

La fórmula relativa á la cláasala compromisoria en los tratados faé 
votada por el Senado de los Estados Unidos en 1853 á propuesta de IJn- 
derwood, presidente del Consejo para los asuntos exteriores. 

Mancini formuló del modo siguiente la cláusula compromisoria que 
debía insertarse en los tratados, en una nota dirigida á nuestro ministro 
de Estado: «Las partes contratantes convienen en que si surgieren con- 
troversias respecto á la interpretación ó ejecución del presente tratfulo, ó 
á las consecuencias de cualquier violación del mismo, deben someterse 
tales controversias á la decisión amistosa de uno á tres arbitros que las 
resuelvan de común acuerdo, y en caso de discordia cada parte nombrará 
su arbitro propio, y los dos nombrados elegirán un tercero. 

El procedimiento arbitral se determinará en cada caso por las partea 
mismas, y en su defecto el Colegio de los arbitros se entenderá que se 
halla autorizado para determinarlo >. 

(1) El uso del juramento ha quedado completamente abandonado. £1 
último ejemplo de los que tenemos noticia es el tratado de alianza entre 
Francia y Suiza jurado por entrambas partes en la catedral de Soleura en 
1777. En otro tiempo se dio gran importancia á la sanción religiosa, con- 
sagrándose por medio de juramento los tratados más solemnes, como el 
de Münster entre Espafia y los Países Bajos en 1648; el de Aquisgran en- 
tre Francia y Espafia en 1668, y otros. 

Sin embargo, los príncipes católicos hallaron un modo de eludir la ob- 
servancia del juramento mediante la autorización del Pontífice, y Fer- 
nando el Católico^ entre otros, fué absuelto por el Papa Julio IT, y Fran- 
cisco I por León X, y fué necesario, para dar valor al juramento, agregar 
al tratado la cláusula de no hacer tentativa alguna para ser absuelto del 
juramento, y aun de no aceptar la dispensa si ésta le fuese ofrecida. Véase 
á este propósito, Grocio, libro XI, cap. XIIL— Vattel, libro XI, capí- 



(1) El Tribanal de Turín, en el litigio entre el municipio de Creeoenti- 
no y la Aeociacióa de riegos, sostiene que nn convenio entre dos Sobera- 
nos en asuntoa de derecho privado, no puede considerarse como un trfttado 
obligatorio á la par qne la ley, aí resultase que no ha sido publicado ni in- 
serto en ninguna colección de leyes ó estatutos; 24 de Febrero de 1880; 
ha Qiuriaprñdenza italiana, 1880, pAg. "60, 



como podría Buceder con un cambio de circunstancias que no pu- 
dieran conocerse en el momento en que se concluyó el tratado, y 
que sean tales que, si hubiesen existido entonces, habrían sido u» 
grave obstáculo para la estipulación del mismo; 

g) El cambio ocurrido en la constitución interior de cualquie- 
ra de los Estados no puede considerarse como un justo motivo 
para suspender la ejecución del tratado, sino en el caso que jo 
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CAPITULO V 



Efectos de los Iratados respecto de tercero* 



I.OII9. Intervención de un tercer Estado en la estipulación de un tratado» — 
l.OVO. Derechos y deberes del Estado mediador. —t.Olt. Los tratados no de- 
ben ocasionar daño ni beneficio á los terceros.— 1.1^9. Cláusulas relatiyas & 
un tercer Estado estipuladas sin su consentimiento. ~t.OY3. Reglas.--fl.OYd. 
Cuándo están autorizados para intervenir los terceros. — fl.OVft. Tratado que 
ocasiona dafio ó perjuicio á los particulares. 

l*OB9» Por reg]a general, todo convenio internacional, solo 
produce sus efectos entre las partes. Respecto á los terceros que 
en él no la toman, es una rex inter alios acta. Puede suceder, sin 
embargo, que los terceros se hallen interesados en la conclusión 
de un tratado ó en la ejecución del mismo; y conviene examinar, 
por lo tanto, bajo este punto de vista, la materia de que se trata. 
La intervención de un tercer Estado, ó de varios, en la conclu- 
sión de un tratado, puede ante todo verificarse para facilitar el 
acuerdo entre las partes contratantes. En este caso baria el terce- 
ro las veces de mediador, ora hubiese ofrecido él mismo sus bue- 
nos oficios para orillar las dificultades entre las partes interesadas, 
ora haya sido invitado expresamente á ello por una de las partes 
con beneplácito de la otra. 

1*090» Solo en el caso que la mediación propuesta por una 
de las partes haya sido aceptada por la otra, tendrá derecho la 
Potencia mediadora á intervenir en todas las negociaciones hasta 
la conclusión del tratado, si la mediación se hubiese acordado en- 
tre las partes con el fin de servirse de los consejos del soberano 
mediador para orillar las dificultades y facilitar el acuerdo. Cuan- 
do la mediación se hubiere aceptado para evitar la disidencia en 
un punto especial controvertido, deberá el mediador limitar sus 
buenos oficios á conciliar las partes únicamente en los puntos so- 
bre que versare la controversia. 



-cuL'xao ifls panes nuuiesen Buecnto un compromiso, por ei que ce 
-obligafien á pasar por el acuerdo de un tercero acerca de un punto 
-controvertido, será obligatoria la decisión de aquél; pero en eBte 
-caso deeempeñaria éste el papel de arbitro, no el de mediador. 

Cuando con el coneen ti miento de las partes hubiese sido éste 
admitido á intervenir en las conferencias y en lat deliberaciones^, 
pero siempre con el ñn de facilitar la conciliación, no conferirá 
eeto derecho alguno, como no traerá consigo obligación de ningún 
género para el soberano mediador respecto A garantir la ejecución 
-del tratado concluido. 

Podrá estar interesado un tercer Estado en intervenir en un 
-convenio, si éste contuviese disposiciones acordadas entre, las par- 
tea en BU beneficio, ó que pudieran modificar sus relaciones inter- 
nacionales ó traer consigo cualquier perjuicio á los derechos ad- 
-<j[UÍrído6. 

1*OVl> Como regla general debemos establecer que un tra- 
tado no puíKje ocasionar daño ó provecho á mi tercero. Solo puede 
-exceptuaree el caso en que este tercero se hallase, por sus relacio- 
nes de protectorado, bajo la dependencia condicional ó absoluta 
^e una de las partes. 

Pero si estas estipulan una cosa en beneficio de un tercero, de- 
berá equipararse esta cláusula á un convenio hecho en nombre de 
otro, y subordinado por tanto á la condición de la aceptación por 
parte del tercero que lo ignora. 

E^te podrá, sin embargo, aprovecharse de la disposición que le 
sea favorable, declarando su adhesión ó su conformidad, lo cual 
podrá hacer, ora interviniendo en el tratado mismo, ó por decla- 
Taciones ptffiteriores. Su adheaión o su aceptación no influirá en la 
validez ni en la ejecución del tratado siempre que dicha acepta- 
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pequeña asociación de las gentes, en la ciudad. El derecho privado 
se ha desarrollado antes que el derecho público; y sólo después de 
haber fijado y proclamado los derechos del hombre se ha llegado 
á ñjar los límites del poder soberano del Estado. En la sociedad 
de los Estados deberá seguirse el mismo camino: habrá que fijar 
primero los derechos internacionales del hombre, reconociendo 
éstos en tratados solemnes estipulados entre todos los pueblos ci- 
vilizados. Cuando se haya establecido el Derecho privado interna- 
cional, estarán solidariamente interesados los mismos particulares 
en fijar las bases del Derecho internacional público, como medio 
supremo y necesario para la defensa de sus derechos privados. 

I.€i09. No faltan ejemplos de tratados generales tal como 
nosotros los entendemos, entre otros, los celebrados para la unifi- 
cación del sistema métrico, en 20 de Mayo de 1875 (1), el tratado 
telegráfico internacional de 10 á 22 de Julio del mismo año (2), el 
de la unión postal universal de 1.^ de Junio de 1878 (3), el conve- 
nio monetario de este mismo año (4), el que estableció las reglas 
para evitar los abordajes en el mar (5), el convenio para el cambio 



(1) El objeto de este convenio fué crear una oficina internacional para 
<!0n8Grvar la unidad de pesos y medidas en los Estados que lo suscribie- 
ron ó se adhirieron después. En un principio fué suscrito dicho convenio 
por Alemania, la República Argentina, Bélgica, Brasil, Dinamarca, Espa- 
ña, Francia, Italia, Perú, Portugal, Rusia, Estados Unidos, Suecia y No- 
ruega, Suiza, Turquía y Venezuela. Después se adhirió Servia por el acta 
adicional de 31 de Octubre de 1879. 

(2) El Convenio telegráfico internacional fué suscrito en un principio 
por Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Grecia, Ita- 
lia, Países Bajos, Persia, Portugal, Suecia y Noruega, Suiza y Turquía, 
Rumania, Servia, la colonia inglesa de Natal y las Potencias signatarias; 
admitieron á tomar parte en él á la Compañía francesa del Telégrafo de 
París á Nueva York. El Reglamento para el servicio fué suscrito en Lon- 
dres el 28 de Julio de 1879. 

(3) La Unión Postal Internacional reúne todos los países de Europa y 
casi todos los demás del mundo civilizado que se hallan enumerados al 
fín de la obra en el Apéndice correspondiente. 

(4) Sobre el convenio monetario, véase el artículo del profesor Van der 
Rkst, la Unión monetaria latina^ m origen y sus diversas fases^ en la Bev. 
de Dr, int, 1881, pág. 1.» 

(6) No existe en realidad un convenio internacional en materia de 
abordajes, pero hay un reglamento que establece las reglas para evitarlos 
y que se han puesto en vigor en l.o de Septiembre de 1880. Este regla- 
mento fué propuesto por Inglaterra y adoptado por los siguientes Esta- 
dos: Alemania, Austria-Hungría, Bélgica, Chile, Dinamarca, España, Fran- 
cia, Grecia, Inglaterra, Italia, Países Bajos, Rusia, Suecia y Noruega; de 
modo que respecto de estos Estados tiene el mismo valor que un tratado 
internacional. 
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procedimientos tan complicados, que hacen más aparente que 
real, y casi siempre nula en la práctica su autoridad; y este es un 
estado de cosas que no puede aprobarse bajo ningún aspecto y 
que todos deseamos ver corregido pronto. Ahora bien; ¿cuál es el 
medio más seguro y práctico para conseguir tan importante resul- 
tado á la mayor brevedad posible, ó lo que es lo mismo, para ver 
adoptadas en los diversos Estados, reglas uniformes mediante un 
tratado general? 

I.IOJI. En vano se afanan los Gobiernos para confiar á sus 
Ministros y diplomáticos la misión de negociar tratados para pro- 
teger los intereses políticos del Estado, y sin llegar á establecer 
jamás nada sólido ni bien fundado, se reúnen con frecuencia en 
Congresos y conferencias para llegar al tan decantado equilibrio 
político. Tiempo vendrá en que fijen su atención en los intereses 
de los pueblos y encarguen á sus diplomáticos que se aprovechen 
de los beneficios de la paz para llenar la gloriosa misión de nego- 
ciar para establecer con arreglo á la justicia los derechos particu- 
lares de los ciudadanos, y que se reúnan en conferencias para pro- 
clamar el derecho común de los pueblos civilizados, en aquella 
parte del derecho privado en que es posible establecer una comu- 
nidad de derecho. Urge, pues, arreglar la condición jurídica de 
los extranjeros, de modo que no les falte la garantía de sus dere- 
chos ni su participación en los beneficios de las respectivas legis- 
laciones (1). 

El reinado de la paz, como resultado del equilibrio político, es 
un ideal lejano de nosotros, y no será nunca la diplomacia la que 
pueda realizar el deseo de los científicos y de los filántropos, 



(1) El Gobierno italiano tomó la iniciativa en este sentido en 1861, á 
consecuencia de una moción hecha por el Consejo de lo ContencioBO di- 
plomático para provocar nn acuerdo internacional con la intención de qne 
cesen ó disminuyan por lo menos, los conflictos entre las leyes de los di- 
versos países sobre aquellas materias que el interés común exige que se 
rijan de un modo uniforme, y se abrieron negociaciones con Francia. 
En 1867, bajo el ministerio Rattazzi, se confió áiobre este objeto á Man- 
cini una misión oficiosa cerca del Gobierno francés, de Bélgica y de la 
Confederación de la Alemania del Norte; pero una iniciativa tan landable 
y humanitaria halló grandes obstáculos principalmente por parte de 
Francia. Es deplorable que esta nación sea casi siempre la que los oponga 
mayores. 

Véanse las declaraciones hechas por Mancini en la Cámara de los Di- 
putados, sesión del 24 de Noviembre de 1873. 

Otra moción casi igual se presentó en los Países Bajos, en la segunda 
Cámara de los Estados generales, el 27 de Noviembre de 1874, por el di- 
putado Mackay, que fué reproducida el 5 de Diciembre de 1878, mientras 
se discutía el presupuesto del Ministerio de £stado de 1879. 
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blecer una máxima general respecto de las sentencias extranjeras 
de cualquier país, no seria suñciente para impedir que se estipu- 
lase un tratado, al menos con aquellos pueblos que tienen siste- 
mas de procedimientos completos y perfectos con arreglo á lo& 
principios generales del derecho y de la justicia, y debemos espe- 
rar que los precedentes que existen para promover una conferen- 
cia internacional á fín de venir á un acuerdo en este punto, vuel- 
van á reanudarse con éxito, y se llegue á la conclusión de un tra- 
tado que provea eficazmente á la defensa de los derechos particu- 
lares sin atentar en lo más mínimo á la autonomía de los Estado» 
y á las prerrogativas de los Poderes constitucionales. 

I.IOB* Puede dudarse, en efecto, que la diversidad de lo» 
sistemas vigentes en las diversas legiplaciones y la carencia de 
poderes suficientes para arreglar mediante un tratado ciertas ma- 
terias que pertenecen al derecho de procedimiento civil sin modi- 
ficar antes los Códigos vigentes, sea una gran dificultad para con- 
cluir una convención general sobre esta materia. No desconocemos 
que ésta es una seria y grave dificultad, sobre todo para aquellos 
Estados en que el derecho del Soberano para concluir tratados que 
están en oposición con las leyes vigentes, esté muy limitado, pues- 
podría decirse que el Poder ejecutivo no tiene facultades para es- 
tipular tratados que deroguen las leyes vigentes, excepto en Ios- 
casos en que le concedan esta facultad las leyes mismas, y por con- 
siguiente, que sería primeramente necesario que las Cámaras le- 
gislativas de los diversos Estados estableciesen por medio de leyes 
los principios en que deberá basarse el convenio internacional; 
pero este sistema, que sería el más seguro, no lo juzgamos el más 
expedito en la práctica, porque siempre será difícil obtener la 
uniformidad de principios sobre que debería basarse el convenio si 
se dejaba la iniciativa á las legislaturas de cada Estado (1). Mejor 
sería promover una conferencia internacional y emitir allí en con- 
junto las opiniones de los jurisconsultos y de los prácticos de los 
diversos países, y teniendo en cuenta las divergencias existentes 
en los diversos sistemas de procedimiento, hacer de modo que las 
reglas que quieran proponerse alteren lo menos posible el derecha 
material y formal de cada Estado, y que no exijan tales innovacio- 



(1) Véase la nota de Dbmangeat á nna sentencia del Tribunal civil del 
Sena de 6 de Febrero de 1874, acerca del poder de estipalar an tratada 
por el que se modiflqaen ciertas disposiciones legislativas; Clunet, Journ.^ 
1874, pág. 107. 
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ük propiedad de ios fritnceBes en loe marea ó en los puertos de Frauda*. 

Después de esta inteligencia se declurd la guerra. 
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lo8 Estados civilizados, es la del trato de la nación más favoreci- 
da Esta cláusula se pone para impedir el restablecimiento de de- 
rechos diferenciales que entorpecen la marcha natural de la indus- 
tria y la libre concurrencia. Sin embargo, no siempre es suficiente 
por si sola esta cláusula para impedir, bajo todas sus formas, el 
impuesto diferencial, si no se observa con lealtad y buena fe. Pue- 
de, en efecto, un Estado interpretar en un sentido lato ciertas ex- 
cepciones acordadas en el tratado y vulnerar de hecho el principio 
de la igualdad de trato de la nación más favorecida. Tal sucedería, 
por ejemplo, en el caso de una nación que concediese la franquicia á 
los productos procedentes de ciertas partes del territorio de un Es- 
tado limítrofe. En este supuesto, no podrían los demás Estados in- 
vocar el mismo privilegio tratándose de una excepción y no de un 
verdadero impuesto diferencial, y como es generalmente difícil dis- 
tinguir las procedencias de los productos y la frontera libre de im- 
puesto puede ser más ó menos extensa, vendría á admitirse un 
verdadero derecho diferencial en favor del Estado confinante, que 
se hallaría en condiciones excepcionales favorables en comparación 
con los demás Estados. 

I.IIO. Austria, que había concluido con el Gobierno de Cer- 
deña el tratado comercial de 1851, habla estipulado en su art. 14 
el derecho recíproco á pedir el trato de la nación más favorecida, 
queriendo crear una posición privilegiada en sus mercados á los 
ducados de Módena y de Parma, y concluyó con ellos, el 9 de Agos- 
to de 1852, un tratado de comercio que denominaron tratado de 
Unión aduanera, siendo así que de hecho no tenía estos caracteres; 
el Piamonte reclamó con razón la igualdad de trato, fundándose 
en el citado art. 14, apoyando sus justas reclamaciones en que 
aquel tratado no podía considerarse como un convenio de Unión 
aduanera, siendo como era un verdadero tratado de comercio, por 
lo cual, los Estados que tenían derecho á obtener las mismas fran- 
quicias en virtud de la cláusula de la igualdad de trato de la na- 
ción más favorecida, no podían ser privados de este derecho. 

Había llegado verdaderamente el caso de invocar el sabio pre- 
cepto de los Romanos: Plus válei quod agitur, quam quod simúlate 
concipitur. Las uniones aduaneras, con las que varios Estados adop- 
tan un mismo sistema en este ramo, pueden ser de gran utilidad 
para facilitar el comercio entre los Estados coligados, siendo una 
prueba de ello el Zollverein^ que reúne en una vasta asociación 
aduanera á todos los Estados de Alemania; pero se exigen ciertas 
condiciones para que estas uniones tengan vida, siendo indiepen- 



Boetenia que el derecho de cada potencia neutral á mantener rela- 
cionea amistosas coa una y otra parte beligerante, debía conside- 
rarse como indiscutible, y conñrmnba su opinión con la autoridad 
de Vattel, que dice: *Todo pueblo neutral conserva con las dos 
partee beligerantes lae relaciones con que la naturaleza ha unido 
las naciones»; de nqui deducía que el principio debía extenderse 
á toda clase de comunicación diplomática de Gobierno á Gobierno, 
ya mediante el envió y el recibo de los Embajadores y Comisarios, 
ya con el de despachos entre los respectivos Gobiernos, añadiendo 
que tales comunicaciones debían conRÍderarae legítimae é inofen- 
sivas, tanto al comenzar como al continuarla, y que la regla no 
podía restringirse al caso en que los relaciones diplomáticas estu- 
viesen ya formalmente establecidas con la residencia de un Minia- 
tro acreditado. 

Examinando ahora el caeo particular en que- so hallaban los 
dos enviados de los Estados confederados, observa lord Russel que 
la ünica diferencia que resulta de la circunstancia particular de 
una guerra civil y de la falta de reconocimiento del Gobierno de 
hecho por parte do las potencias neutrales, es la de que, para evi' 
tar las dificultades que pueden surgir, ue acostumbra ordinaria 
mente á enviar agentes revestidoB de los mismos poderes y que go- 
zan de las mismas inmunidades que los Ministros, aunque no es- 
tén revestidos del carácter de representantes ni tengan derecho al- 
guno á los honores diplomáticos; de este modo consideraba nquél 
i Mnsson y á Slidell, y no como Ministros plenipotenciarios de los 
Estados del Sur, cerca de las Cortes de París y Ijondres, y concloia 
de aquí que podían ser enviados y recibidos, y que el recibir á los 
mismos no podia considerarse como uii acto hostil; pero que di- 
chos señores no estaban investidos de prerrogativa alguna ni te- 
nían derecho á otros inmunidades , que las conferidas á los ageotes 
diplomáticos no recibidos oficialmente (I). 

(1) Acerca de la diacusidn reUtivHi A tai) importante asunto, véase Cal- 
To, Droit iní., tomo IV, § 2.634. 
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nes de familia, puede admitirse que el Ministro publico esté su- 
jeto á las leyes de su patria y que dichas leyes regulen también su 
derecho sobre los bienes que posea en el Estado cerca de cuyo Go- 
bierno se halle acreditado: esto está conforme con los preceptos es- 
tablecidos por el Derecho civil internacional, sin necesidad de ad- 
mitir ninguna ñcción de extraterritorialidad. 

Entiéndase, sin embargo, que si el Ministro fuese ciudadano 
del Estado donde se halle representando á otro, estará sujeto á las 
leyes del primero en todo lo concerniente á su estado personal y á 
las relaciones de familia. 

l*!dO. Para la forma de los documentos no podemos aceptar 
la regla dada por Félix y otros publicistas (1), al sostener que en 
virtud de la extraterritorialidad, puede el Ministro público seguir 
las leyes de su país, como si allí se hubiesen redactado, ni aun ad- 
mitir limitadamente esta regla para los documentos redactados en 
la casa del Ministro. En vez de esto parece más conforme á I09 ver- 
daderos principios el establecer que sólo para aquellos actos en que 
la observancia de la forma prescrita por la ley del lugar no sea im- 
perativa, sino que se deja al arbitrio de las partes el seguir para la 
forma la ley de su patria, puede acomodarse el Ministro público á 
la ley de su país. El principio locus regit actum se admite, en efecto, 
dejando á salvo siempre á los contratantes ó testadores la facultad 
de observar, aun en el exterior, las formas establecidas por su ley 
nacional, con tal que todas las partes estén sujetas á la misma. De 
aquí que no pueda dudarse que los actos realizados en casa del mi- 
nistro entre los ciudadanos del Estado por el cual vaya acreditado, 
y con las formalidades prescritas por las leyes del mismo, deban 
reputarse válidas y eficaces en cuanto á la forma. Lo mismo debe- 
ría decirse respecto de cualquier documento redactado en casa del 
ministro, cuando deba producir sus efectos en su patria. Es, sin 
duda, siempre lícito á las partes seguir las formas prescritas por 
la ley local, ó las del lugar en que deba aplicarse el documento; 
pero, si éste hubiese de serlo en la nación cerca de cuyo Gobierno 
el ministro esté acreditado, ó se hiciese entre ciudadanos de su 
país y de aquél en que desempeña sus funciones, no podrá hacerse 
valer el privilegio de la extraterritorialidad para modificar en 



(1) Félix, Der. %nteí\ priv,, tomo I, § 210 y los autores allí citados. 
Confr., en contrario: Lomonaco, Diritto ctv. intem., pág.l95;LAURENT,obra 
citada, tomo ni, pág. 82. 
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ehoek, siguiendo las teorías de Grocio, consideraba como un prin- 
cipio de razón que en los asuntos civiles, si algo hubiese que pe- 
dir á un embajador, debía procederse con él como si no se hallase 
en el lugar en que desempeña su misión, como si no hubiese con- 
tratado, como si no tuviese bienes, porque el embajador, en su ca- 
lidad de tal, no es un subdito (1). Vattel sostiene también que la 
exención no está fundada en el derecho de gentes convencional, 
sino en el derecho natural. 

Después se han hecho Jas más exageradas aplicaciones de esta 
doctrina. Se ha dicho y decidido que el agente diplomático no 
puede ser demandado en juicio para el cumplimiento de las obli- 
gaciones que hubiese contraído como particular (2); que su inde- 
pendencia, bajo este aspecto, es absoluta; que la exención debe 
ser válida aunque se trate de débitos comerciales (3) que hubiese 
contraído mediante una letra de cambio y aun en época anterior 
á sus funciones diplomáticas (4). Grocio había ya sostenido que el 
ministro público no podía ser demandado en juicio para'pagar sus 
deudas (5), que debían exigírsele éstas particularmente, y, caso 
de npgarse, dirigir la reclamación á su Gobierno; y Martens, si- 
guiendo este mismo orden de ideas, sostuvo que no podía autori- 
zarse medida alguna contra los muebles de un ministro, aun cuan- 
do estuviese á punto de partir y no hubiese pagado sus deudas (6). 
'I^ICIS. No obstante la uniformidad de doctrina y jurispru- 
dencia, y las sanciones legislativas existentes en los diversos Es- 
tados (7), debemos considerar como un contrasentido jurídico la 
pretendida inmunidad absoluta de los agentes diplomáticos. En 
afecto, ni en la naturaleza de las cosas, ni en el fin de su misión, 
ni en la dignidad del carácter representativo, hallamos sólidas ra- 
da la jarisdicción del Trlbanal civil, dice: c Vith respect to this subjet the 
»prívilege8 of exterrítohality have been established by the ani versal con- 
>sent and custom of all civilised nations in orden to secure the sanctity 
>the ambassador».— Jní^ern. Law, § 176, pág. 212. 

(1) De foro legatorum, cap. VIII, § 2. 

(2) Paría, 6 Abril 1813, Bacili c. Gay. 

(8) Ghichard, Trat, de Dr, dv.^ núm, 229, y la nota de Demanoeat á 
la sentencia del Tribunal del Sena de 21 de Enero, en el asunto Berret, 
Joum, de Dr, intem, priv., 1876, pág. 89. 

(4) Véase FáLix, Der, intem, priv., núm. 211, tomo I, y Martens, Oui- 
de dipUm.y § 26. 

(6) De jure belli, lib. II, cap. XVIII. 

(6) Dr, des gen8,% SI. 

(7) Para las leyes vigentes en los diversos países, véase nuestro artícu- 
lo en el Digesto italianOy voz Agentes diplomáticos^ y Pradibr Fodkré, Cours 
de Droit diplomatique. 
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cualquier medida de conservacióu para impedir que su marido dis- 
traiga los bienes existentes en los Bancos ú otros establecimientos 
de crédito. ¿Podrá, acaso, la pretendida ficción de la extraterrito- 
rialidad justificar tan absurdas consecuencias? 

Sin extendernos á otros particulares, remitimos al lector á lo 
que ya hemos dicho sobre este punto, para demostrar cuan nece- 
rio es sustituir á la ficción jurídica de la extraterritorialidad prin- 
cipios y teorías más racionales (1). En otro tiempo, se creían los 
principes superiores á las leyes, y como de este modo podían vio- 
lar impunemente cualquier derecho, pretendieron también que las 
personas de sus Ministros y embajadores debían estar exentos de 
cumplir aquéllas. Los jurisconsultos, que favorecían las orguUosas 
pretensiones de los Soberanos de derecho divino, inventaron la ex- 
traña teoría de la extraterritorialidad, y se llegó hasta sustraer los 
agentes diplomáticos á la jurisdicción territorial; pero hoy, que los 
mismos Soberanos pueden estar sujetos á la jurisdicción extranje- 
ra en lo que se refiere á su vida privada, según antes hemos indi- 
cado (2), no hay razón alguna para admitir la exención absoluta 
de los agentes diplomáticos por la consideración de su carácter re- 
presentativo. 

1*91 4. En oposición á la doctrina tradicional, proponemos 
las reglas siguientes: 

a) Nadie podrá prevalerse de su cualidad de agente diploma- 
tico para rechazar la jurisdicción del Estado cerca del cual se halle 
acreditado, en cuanto á los actos de la vida civil, respecto de los 
cuales, según los principios del derecho común, debe admitirse la 
competencia de los Tribunales territoriales, salvo el caso en que 
dichos actos los haya realizado en su calidad de representante del 
Estado extranjero, y por comisión de su Gobierno, en cuya hipó- 
tesis convendrá aplicar las reglas anteriormente expuestas para el 
ejercicio de la jurisdicción civil sobre los actos de los Gobiernos 
extranjeros; 

h) Las autoridades locales deberán guardar en todo caso los 
miramientos debidos á los agentes diplomáticos extranjeros por la 
alta dignidad del carácter representativo de que participan en ma- 
yor ó menor grado, y no sólo deben proteger su independencia per- 
sonal, el libre ejercicio de sus funciones y cuanto corresponda á su 



(1) Véanse los §§ 500 y 637. 

(2) Véanse los §§ 505 y sígaíentes. 
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que pueda obligarse al Ministro á comparecer personalmente en 
juicio cuando llegue el caso de ser parte como actor ó como de- 
mandado, ó para deponer como testigo. Las exageraciones del res- 
peto debido á los agented diplomáticos han obligado admitir que 
éstos no pueden ser citados para declarar en juicio como testigos, 
ni tampoco las personas agregadas á* la legación (1). Mas ¿por qué 
razón? Carnet dice que cequivaldria violar el principio de la inde- 
pendencia de los agentes diplomáticos extranjeros, acreditados en 
Francia, el hecho de citarlos y obligarlos á comparecer ante los 
jueces para hacer una declaración» (2). 

No podemos comprender qué tenga que ver la independencia 
de los agentes diplomáticos extranjeros para que éstos nieguen su 
auxilio cuando pueda ser útil para administrar rectamente justi- 
cia. Preténdese que, cuando en los asuntos criminales no fuese 
posible, sin -el testimonio del agente diplomático, averiguar un 
crimen cometido, deberá recurrir el juez instructor al Ministro de 
Justicia, que transmitirá á su vez la petición al de Negocios ex- 
tranjeros, que se dirigirá por la vía diplomática á dicho agente, y, 
en caso de negativa, al Gobierno del Estado representado, el cual 
decidirá si su enviado debe prestar ó no su concurso á la justicia. 

En realidad, llevadas á tal extremo las pretendidas prerrogati- 
vas de los agentes diplomáticos, son un verdadero contrasentido. 
Con razón exclama Laurent: c¿Impide acaso la independencia de 
los agentes diplomáticos, su carácter, ni el honor debido á los Es- 
tados que representan, el comparecer en el santuario de la justi- 
cia para decir lo que saben acerca de un asunto, á fin de ilus- 
trarla?» (3). • 

Sólo podemos admitir que, si, según las leyes del país, se per- 
mitiese prestar la declaración jurada sin comparecer personal- 
mente, pueda el ministro extranjero ser autorizado para ello; pero 
si su declaración no tuviese valor en juicio si no la prestaba en 
público, y aquélla fuese decisiva para la administración de justi- 
cia, no deberá sostenerse que las pretendidas prerrogativas de los 
agentes diplomáticos puedan autorizar á los mismos para faltar al 
deber natural de decir la verdad, cuanto esto sea indispensable 
para la recta administración de justicia. El derecho de gentes ini- 



(1) Confr. Calvo, Dei\ inteni.^ § 683 y aig.; Field, Inte?', cod., § 135; 
Phadisb-Foderé, ob. cit., pág. Idl y sig.; Esferson, Dr, diplom., § 903. 

(2) Carkot, Instr. crim,, § 614, núm. 6. 

(8) LArRBST, Dr. civ, intem.^ tonao III, pág. 144. 



CONDICIÓN JURÍDICA DE LOS AGENTBS DIPLOMÁTICOS 215 

ción criminal de 1808, los procedimientos penales que tenían por 
objeto castigar atentados cometidos contra el derecho de gentes, 
debían someterse á un jurado especial. Así resultado los artículos 
180 y 516 del Código de los delitos y de las penas del 3 Bruma- 
rio, año IV. El Código civil consagró el principio que dice que las 
leyes de policía y de seguridad obligan á todas las personas indis- 
tintamente que habitan el territorio del Estado, cuya regla com- 
prende todos los crímenes y delitos sin distinción de las personas 
en perjuicio de las cuales se hayan cometido. 

"Wmlt^Sm Algunos escritores franceses, entre los que se halla 
Pradier-Foderé, entienden que, en caso de ofensas inferidas á un 
embajador, son aplicables los ai-tículos 84 y 85 del Código penal 
francés, que disponen lo siguiente: 

<Art. 84. El que con actos hostiles no aprobados por el Go- 
bierno, haya expuesto al Estado á una declaración de guerra, será 
castigado con destierro, y si sobreviniere la guerra con deportación. 

Art. 85. El que con actos no aprobados por el Gobierno, expu- 
siese á algunos franceses á experimentar represalias, será castiga- 
do con destierro.» 

A juicio nuestro no se está en el caso de aplicar el artículo 84 
por una ofensa inferida á la persona de un ministro extranjero, ni 
que tales infracciones puedan considerarse como delitos contra el 
derecho de gentes. No puede en efecto admitirse que un Estado 
esté expuesto á una declaración de guerra por el hecho aislado de 
un particular, pues esto no podría implicar por sí mismo la res- 
ponsabilidad del Gobierno. Esta solo podría nacer si dicho Gobier- 
no no hubiese procurado descubrir y castigar á los autores del de- 
lito, ó cuando no adoptase todas las medidas necesarias para im- 
pedir que pudieran reproducirse tales actos; como por ejemplo, si 
las leyes vigentes no proveyesen á proteger la libertad personal de 
los ministros extranjeros y á castigar los delitos cometidos contra 
los mismos en el ejercicio de sus funciones. En estos y otros ca- 
sos análogos podría nacer la responsabilidad del Gobierno de su 
acto ú omisión, no del acto del particular. Según esto, parece que 
los delitos contra los ministros extranjeros deben clasificarse en- 
tre los cometidos contra los funcionarios en el ejercicio de sus 
funciones, y no como un delito contra el derecho de gentes. 

1*!9I6S« En lo que se refiere á la difamación contra los agen- 
tes diplomáticos, se castiga en Francia con arreglo á la ley de 18 
de Marzo de 1819, con la pena de cárcel de ocho días á dieciocho 
meses y multa de 50 á 3.000 francos, ó con una de ambas penas 
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disposición alguna especial para castigar las ofensas inferidas á 
los ministros extranjeros, de lo cual se deduce que el legislador 
ha querido que se apliquen á los mismos las disposiciones gene- 
rales del Código penal que tienen por objeto proteger las prerro- 
gativas é inmunidades que corresponden á los agentes diplomáti- 
cos según el derecho internacional. 

En la ley de 13 de Mayo de 1871 sobre las prerrogativas del 
Sumo Pontífice y de la Santa Sede, se dispone en el articulo 11 lo 
siguiente: 

cLoB enviados de los Gk)bierno6 extranjeros cerca de Su Santi- 
dad, gozan en el territorio de todas las prerrogativas que corres- 
ponden á los agentes diplomáticos con arreglo al derecho interna- 
cional. 

»A las ofensas que á los mismos se infieran se aplicarán las 
mismas sanciones penales que á las inferidas á los enviados por 
las potencias extranjeras cerca del Gk)bierno italiano, i 

Faltando, como faltan, disposiciones especiales para el objeto, 
claro es que, en los casos de referencia, habia que aplicar las dis- 
posiciones generales del Código vigente, y considerando que los 
ministros extranjeros acreditados cerca de nuestro Gobierno, cuan- 
do han sido ya por éste reconocidos, deben considerarse como fun- 
cionarios públicos, por BU carácter y por su cargo, en caso de ul- 
trajes y violencias deberán aplicarse las disposiciones aplicables 
á los ultrajes inferidos á los empleados públicos en el ejercicio de 
sus funciones ó por causa de ellas. Únicamente para los delitos de 
imprenta existe una disposición especial en la ley correspondiente 
que rige en Italia, en cuyo artículo 26 se dice: «Las ofensas he- 
chas á los embajadores, á los ministros y enviados ó á otros agen- 
tes diplomáticos de las Potencias extranjeras, acreditados cerca 
del Rey ó del Gk)bierno, serán castigados con las penas impuestas 
á las ofensas contra los particulares, si bien duplicando la multa.» 
ik»99^m En lo que se refiere al Tribunal competente para en- 
tender en las causas por ofensas á los agentes diplomáticos, pre- 
valece en el derecho moderno la regla de no admitir competencia 
especial respecto de ellos, y considerar competente al Tribunal 
del país en donde la ofensa se infiere, todo con arreglo á las pres- 
cripciones generales del derecho común. En Francia se sostuvo 
una viva discusión para decidir si para estatuir respecto de los de- 
litos de difamación cometidos por medio de la imprenta contra los 
ministros extranjeros, debía admitirse la competencia del Tribu- 
nal de Assises, que es el llamado por el derecho común á entender 
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se había celebrado el contrato y en que debía ser ejecutado, esto 
ed, las dispoBÍciones del Ck)digo civil de Prusia. 

La cueetión quedó en tai estado porque el ministro americano 
pagó una indemnización razonable y el propietario le restituyó 
loe muebles; pero el Gobierno prusiano se mantuvo firme en sus 
principios, á saber: que si por disposición de la ley territorial hu- 
biese un particular adquirido, por contrato expreso ó tácito, un 
derecho real sobre los bienes de un ministro extranjero, no podría 
privársele de tal derecho por consideración á la extraterritoriali- 
dad de dicho ministro, y para justificar su conducta sometió di- 
cho Gobierno al americano la siguiente cuestión: cSi un agente 
diplomático extranjero acreditado c€)rca del Gobierno de los Esta* 
dos unidos, concluyese por su propio consentimiento y en la for- 
ma prescrita por aquellas leyes un contrato con un ciudadano 
americano, y si según este contrato, las leyes del país conceden al 
ciudadano, en un caso dado, un derecho real sobre los bienee^ 
muebles de dicho agente, ¿se atribuiría el Gobierno americano el 
derecho de despojar al ciudadano de su derecho real por la sim- 
ple reclamación del agente diplomático que se apoyase en su ex- 
traterritorialidad?» 

No obstante la larga discusión habida sobre esto y que fué di- 
rigida por el mismo Wheaton, parte interesada en la contienda, 
el Gobierno prusiano se mantuvo en su opinión, á saber: la de que 
el particular podía valerse de la ley territorial y retener los mue- 
bles, que podía ser castigado si hubiese atentado contra la perso- 
na del ministro, ó cometido cualquier otro acto punible; pero que 
no podía obligársele á devolver los muebles al ministro por la 
Autoridad administrativa por consecuencia de las reclamaciones 
fundadas en el pretendido derecho de extraterritorialidad (1). 

11.1939. La cuestión de la inmunidad de los agentes diplo- 
máticos respecto de la jurisdicción civil, fué promovida y discu- 
tida ante el Tribunal civil del Sena en el negocio siguiente: 

Un tal Bernet y otros tenedores de obligaciones de la Repúbli- 
ca de Honduras, citaron ante dicho Tribunal á los Sres. Herrán, 
Pelletier, Bischoffsheim y Scheyer en su cualidad de miembros 
de la Comisión del empréstito de aquel Estado. Pretendían los 
actores que el mandato de estos comisionados consistía en vigilar 



(1) Véanse las notas del Barón de Werther á Wheatoií y la corree- 
pendencia diplomática relativa á este asunto en Whbaton, Droit, intern., 
Drfñtsd* Ámhassade, § 17. 

Derecho int. público —Tomo III. 15 
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un Gobierno extranjero debería dirigirse el exhorto al ministro de 
Justicia, para que lo enviara al Juez delegado en el lugar para reci 
birla declaración. 

Estas disposiciones fueron modiñcadas por el Decreto del 4 de 
Mayo de 1812, que dispuso que los ministros, los embajadores y 
otros agentes diplomáticos franceses residentes cerca de las Cbrtes 
extranjeras, no podían ser oídos como testigos sino en el caso en 
que, previa una petición del ministerio público ó de una de las 
partes, y á consecuencia de un exhorto del ministro de Justicia, se 
autorizase por decreto especial la declaración de los mismos. 

En la legislación francesa no se encuentra disposición alguna 
relativa á la forma de la declaración de los embajadores, de los 
agentes diplomáticos y de los agentes extranjeros acreditados cer- 
ca del Gobierno francés., y los escritores contemporáneos discuten 
todavía acerca de si pueden aquellos ser obligados á comparecer 
en juicio para prestar sus declaraciones. 

En el ex reino de lae< Dos Sicilias la norma de las declaraciones 
judiciales en materia civil por parte de los embajadores, ministros 
plenipotenciarios y agentes diplomáticos de las potencias extran- 
jeras se establecieron por decreto del 17 de Julio de 1828. Dicho 
decreto dispone: que los embajadores y los agentes diplomáticos 
extranjeros no podrían ser citados á declarar judicialmente ante 
loe magistrados de las provincias de Ñapóles y de Sicilia; pero po- 
drían contestar por escrito á las cuestiones sobre hechos determi- 
nados con arreglo á las leyes por un magistrado competente, en 
loe casos previstas por aquéllas. Por esto cuando llegue el caso de 
obtener la contestación á un interrogatorio, los hechos sobre que 
deba versar éste y la copia de la sentencia ó decisión que haya au- 
torizado el interrogatorio, deberán por cuidado del ministerio pú- 
blico del Tribunal en que penda el juicio ser transmitidos al mi- 
nistro de Gracia y Justicia, que deberá hacerlos llegar al de Esta- 
do, que habrá á su vez de transmitirlos á la persona que haya de 
contestar al interrogatorio. 

Las declaraciones originales sobre los interrogatorios deberán 
depositarse en la cancillería del Tribunal donde se halle pendien- 
te el juicio, y no podrá oponerse la nulidad por falta del juramen- 
to en dichas declaraciones, aunque sea exigida por la ley. El de- 
creto de 20 de Agosto de 1829 estableció las formalidades para los 
juramentos, interrogatoric^, declaraciones y otros actos que deban 
realizar los agentes diplomáticos del ex reino de Ñapóles que se 
hallaban en su país. 
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consentimiento de las partes seguido de su unión constituye el 
matrimonio, como sucede en. Escocia, y en donde la presencia y 
el testimonio de cualquier persona basta para establecer el con- 
sentimiento, puede ser válido el matrimonio contraído ante un 
cónsul extranjero, no por ser cónsul, sino porque el consentimien- 
to es lo que constituye el matrimonio. 

8i las partes contratantes se hallan cuando se celebra au ma- 
trimonio en el lugar de su domicilio, como por ejemplo el caso 
de españoles domiciliados en Barcelona, es evidente que la juris- 
dicción local es absoluta y completa y que un cónsul de los Esta- 
dos Unidos no tiene derecho alguno á celebrar matrimonio entre 
dichas partes. 

Supongamos ahora que los contrayentes sean extranjeros en el 
lugar en que se hallen, sin ser ciudadanos de los Estados Unidos. 
La regla general es la de que toda persona que se halla en país ex- 
tranjero continúa sujeta ¿ las obligaciones civiles respecto de su 
país natal, excepto algún caso particular en el que haya medios 
legales para librarse del cumplimiento de los deberes hacia su so- 
berano natural, y de las obligaciones civiles á que la persona está 
sujeta. Esto sucede á los que emigran á los Estados Unidos desde 
Europa, y no hacen lo indispensable para adquirir allí domicilio le- 
gal, en cuyo caso deben estar sujetos necesariamente á la ley de su 
domicilio en cuanto esta ley pueda ser observada en el país en que 
habitan temporalmente ó por el cual pasan. 

La cuestión de la validez de su matrimonio, celebrado por un 
cónsul extranjero, debe, pues, depender de la condición legal de 
las partes contratantes, según la ley de su propio país. 

Puede suceder que un matrimonio entre extranjeros celebrado 
en país extranjero, por un cónsul de los Estados Unidos, aunque 
sea nulo y de ningún valor ni efecto en el país en que se haya ce- 
lebrado, sea válido en algunos Estados de la Unión, como matri- 
monio probado por notoriedad y cohabitación habida con recípro- 
co consentimiento, conforme á la antigua disposición del derecho 
común; pero tampoco en este caso constituirla el matrimonio el 
certificado del cónsul, que serviría á lo sumo como prueba del 
consentimiento de las partes y reforzaría las pruebas de cohabita- 
ción. Sin embargo, la práctica de celebrar tales matrimonios no 
sería admisibe, puesto que sería un fraude á la ley del país y con- 
trario á los principios reconocidos de la comitas gentium cuando no 
lo fuese á la ley positiva. 

«Todo esto, dice M. Cushing, sobre que se ha discutido, con- 

Derecho int. público. — ^Tomo in. 1 6 
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Mas aunque el principio en virtud del cual un ministro extran-. 
j«^ro se halla exento de la jurisdicción del pais en que está acredi- 
tado, proteja á su persona y su domicilio, no veo que este princi- 
pio implique para él la facultad de ejercitar autoridad alguna en 
oíateria civil ó criminal. No admito que una obligación contraída 
•en la reaidencia del ministro de los Estados Unidos en Paris, de 
un modo contrario á las leyes francesas, pueda ser válida cuando 
las partes vengan á los Estados Unidos. Por mucho que se amplíe 
'este principio de la extraterritorialidad, no puede llegar hasta 
atribuir á un ministro en el interior una autoridad que no sea in- 
herente á su posición oficial, ó que no le haya sido delegada por 
una ley de su propio país. 

No puede pretenderse que las leyes de cada uno de los Estados 
y de los territorios de la Unión puedan estar en vigor en la resi- 
ilencia de todos nuestros ministros en el extranjero, sea cualquiera 
la posición de las partes en sus relaciones con las leyes de los Esta- 
dos Unidos. Establecido esto, es difícil imaginar de dónde pueda 
^lerivarse para un ministro residente en el extranjero el poder para 
celebrar un matrimonio que sea, no solamente válido en cada uno 
<le los Estados de la Unión, sino también que lo sea indiscutible- 
mente, en cuanto á los derechos que de él se derivan, en los demás 
Bastados, cualquiera que sea la legislación existente en ellos sobre 
¡B materia. ¿Por qué se limita su intervención á la celebración del 
matrimonio, y no se extiende también á la disolución de este 
lazo, siendo asi que la ley regula igualmente aquella relación en 
uno y otro caso? 

Mm9^0» De estas consideraciones puede deducirse que los ma- 
trimonios celebrados en Europa por los anglo-americanos, en casa 
de los embajadores de los Estados Unidos, no pueden considerarse 
con certeza válidos en dichos Estados, puesto que en la legislación 
federal no existe disposición alguna que derogue el principio ge- 
neral comunmente reconocido, á saber: el de que se deben obser- 
var para las formalidades del contrato las disposiciones de la lex 
loci, JB!n la legislación de Massachusset, hallamos un acta incluida 
en la revisión hecha en 1860, que dispone lo eiguiente: cLos ma- 
trimonios celebrados en los países extranjeros por los cónsules ó 
algentes diplomáticos de los Estados Unidos, serán válidos en este 
Estado, y será prueba presunta de tal matrimonio una copia del 
Registro ó del certificado del cónsul ó agente diplomático». Los 
matrimonios contraidos después de tal acta, pueden considerarse 
<ín el Massachusset y en los demás Estados que tengan leyes ana- 
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Este tendrá además un valor decisivo para determinar si se ha 
atribuido á los arbitros la facultad de decidir una cuestión de de- 
recho ó de hecho, lo cual cambiarla la esencia de la cosa, puesto 
que, como podría ser objeto del litigio la existencia misma de un 
derecho ó de una obligación, ó, reconocidos uno y otra, las partes 
podrían no hallarse de acuerdo sobre el id quod inierestf debería for- 
marse el Tribunal arbitral para decidir una ú otra cosa; y siempre 
que las partes hubiesen designado y circunscrito en el compromiso 
el objeto del litigio, la transcendencia, el valor y la naturaleza del 
juicio arbitral serían los mismos en ambos casos. 

El compromiso debe establecer también la extensión del poder 
atribuido á los arbitros, esto es, si estarán autorizados para deci- 
dir según las reglas generales del derecho, ó según las que previa- 
mente han establecido y adoptado las partes, ó con arreglo á loe 
principios de equidad, lo cual es indispensable para dar á la insti- 
tución del arbitraje una eficacia práctica, y á la sentencia de los 
arbitros un valor jurídico, cierto y bien determinado. 

El someter hoy de una manera genérica á los arbitros una cueS' 
tión, podría ser causa de hacer muy difícil la misión de aquéllos y 
no determinar bien el mandato que se lee confiaba. Lo que resalta 
claro para el que reflexione, es que falta todavía una ley interna- 
cional aceptada mediante el consensus gentium, y que, respecto de 
ciertos puntos, no se halla mejor establecido el derecho científico, 
el cual tiene una gran autoridad y casi equivale á la ley cuando es 
la communis opinio. En tal estado de cosas, si las partes no hubie> 
sen precisado las reglas de derecho á que debían atenerse los arbi- 
tros, podría correrse el riesgo de dictar una sentencia cuestionable, 
lo cual quitaría á la institución su importancia y su eficacia prác- 
tica. Los arbitros son llamados para aplicar el derecho al objeto 
del litigio, y no pueden éstos crear el principio de derecho y apli* 
cario, por más que deban conocer previamente si han de referirse 
al derecho científico ó al aceptado por las partes, ó decidir según 
los principios de la equidad. 

l»SllO« Estas máximas fueron proclamadas por el Tribunal 
de casación francés, al cual se confió la delicada misión de decidir 
como Tribunal arbitral una cuestión que había surgido entre el 
Gobierno francés y el de Nicaragua (1). Habiendo acordado dichos 
Gobiernos someterse á la decisión del Tribunal mencionado, auto- 



(1) Véase en la Rev. de Dr, int^ IdSI, pág. 22, el resameti de esta con- 
troversia hecho por Renault. 
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En lo que se reñere al error de que trata el núm. 5.^, coaio 
motivo de nulidad, debemos advertir que nos referimos al error 
sobre la cosa que haya sido el objeto principal del compromiso j 
que haya motivado la decisión, y no al error sobre uno de los ele- 
mentos accesorios del juicio, y que haya podido ó pueda enmen- 
darse. Respecto á esto, se comprende que debe considerarse siem- 
pre á salvo el derecho de la parte á pedir que se corrija el error, 
pero no se puede por esta razón considerar nula toda la sentencia. 

En lo referente al 6.^ motivo, advertimos que, por vicio del 
procedimiento, no puede impugnarse como nula la sentencia, á no 
ser cuando las mismas partes hayan establecido en el compromi- 
so las formas procesales que deben observarse. La pena de nulidad, 
sin embargo, como ciertas formalidades, deben reputarse esencia- 
les é indispensables por la naturaleza misma del juicio y la lógica 
del derecho; su inobservancia puede legitimar la acción de nuli- 
dad. Esto debe decirse, por ejemplo, si uno de los Estados intere- 
sados en la cuestión no hubiere sido oído ó colocado en condi- 
ciones de justificar sus demandas y defender sus propios derechos. 
l.aiClS. La simple oposición hecha por un Estado de no que- 
rer ejecutar la sentencia arbitral por vicio de nulidad, no puede 
ser por sí misma suficiente para eximirlo de la obligación adqui- 
rida de ejecutarla con lealtad, y únicamente puede autorizar á la 
parte que la haya impugnado por causa de nulidad á suspender 
su ejecución; y como dicha oposición daría origen á una nueva 
cuestión, esto es, á la de si la sentencia de Jos arbitros podía ó no 
ser impugnada por la causa antedicha, y no podría admitirse que 
la parte misma que adujese dicho motivo pudiera ser juez de la 
demanda, convendrá admitir un nuevo juicio arbitral, que debe- 
ría ser deferido á nuevos arbitros, los cuales habrían de limitarae 
á la cuestión de nulidad, y á decidir si esta acción debía conside- 
rarse fundada en derecho ó si debía rechazarse, y sin entrar en el 
fondo de la cuestión que haya sido objeto de la sentencia arbitral. 
A este nuevo juicio convendrá aplicarle las reglas expuestas para 
el arbitraje internacional, y sólo deberá admitirse que durante el 
tiempo necesario para decidir la cuestión de nulidad, deba estar 
suspendida la ejecución de la sentencia arbitral. 

ñ.B93m El arbitraje internacional, tal como nosotros lo en- 
tendemos, puede ser, como antes hemos dicho, una de las institu- 
ciones más á propósito para resolver pacíficamente las cuestiones 
entre los Estados, y las aplicaciones que de él se han hecho y los 
resultados obtenidos, son la prueba más segura de la importancia 
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APÉNDICES 




da, Balva la libre navegación de este río, estipulada en el art. 1.^, que ie 
arreglará definitiyamente del modo qae sea más favorable al comercio y 
navegación y más análogo á lo dispuesto para el Rhin. — (Firmado). 

Nota. £1 Key de España se adhirió al acta anterior (del Congreso de 
Viena de 1816) en 7 de Mayo de 1817, y esta adhesión fué aceptada por 
las demás potencias en los meses de Junio y Julio del mismo año. 



liara un vapor que navegue, excepción hecha de las luces blancaa que allí 
se mencionan, las cuales no llevarán nunca. 

Arl. 6° Ciianito quiera que, como auceile con loa barcos pequefioa, na 
regando con mal tiempo, no se pueden fijar las luces verde y roja de loe 
costados, estas luces estarán i. la mano, encendidas y listas para usarse, y 
al aproximarBe otro buque ó aproximarse á otro buque, se han de enseñar 
por loe respectivos costados con el tiempo suficiente para evitar la colisión 
del modo que resulten más visibles y de manera que la titz verde no pueda 
verse por el costado de babor ni la roja por el de estribor, ni, & ser posi- 
ble, á más de dos cuartas á popa por el través de sns respectivos eos 
tados. 

Para hacer más fácil y seguro el uso de estas luces portátiles, los fa- 
roles que las <nntengan estarán pintados exlerlormenle del color de la rea- 
[lectiva luz é irán provistos de pantallas adecnadae. 



Art. T,o IjOS vapores de menoi de 40 toneladas y Ibs embarracioiies <j< 
reino ó de vela de menoe de 20, tonelaje total reapectivamente, y lo» bot" 
de remos, no tendrán obligación de llevar, cuando estén navegando, iaa lu 
ees mencionadas en el art. 2." (a) (&) y (c); pero s¡ no las llevan, irán provif 
tos (le las luces siguientes: 

I. Los vapores de menos de 40 toneladas llevarán: 

(a) A proa del buque ó sobre el frente del mismo ó enfrente de Ib i'bi 
menea, donde mejor pueda verse, á utta altura de nueve píes, cusndo me 
nos, sobre la regala, una luz blanca y brillante, construida j fijada segiii' 
eatá prescrita en el art. 2.° (n), y de lal uaturaler.a, que resulte visible ^ 
una distancia de dos niillns cusndo menos. 

(f>) Luces verde y roja de loa costados, construidas y tljadas según eBl;i 
prescrito en el art. 2." (b) y [<^), y de tal naturaleza que resulten viaibtes ri 
distancia de una milla, cusndo nienüs; 6 un farol combinado, qne mnestri 
una luz verde y una luz roja, desde la dirección de la proA hasta dos cuui 
tas á popa, del trsvós por los costados respectivos. Semejante farol ha d> 
llevarse á una distancia no menor de tres pies, por bajo de la Iue lilan'-s 

3. Las lanchas de vapor pequefins, tales como las que llevan los bn 
quee de, alta mar, pueden llevar la luz blanca á una altura menor de nne 
ve pies sobre la borda, pero irá pov eiirima del faro! combinado de qne si- 
bace mención en la subdivisión 1 (6). 

3. I,as embarcaciones de remos ó lie vela de menos de 20 toneladH^ 
tendrán, listos y á la mano, un farol con un cristal verde á un lado y un 
cristal rojo al otro, el cual será e.\li¡bido al aproximarse otro buque, 6 n'. 
aproximarse á otro buque, con el tiempo suficiente para evitar la colisión, 
y se enseñará 6 eihibirá de modo que la luz verde no se vea por el costa 
do de babor, ni la roja por el de estribor.- 

4. Loa botrí de remo, bimí viyan á remo ó á la veln, tendrán, liato y á hi 
Mano, unfnrol, quf muestre una luí llanca, que será exhibido, temporahirn 
te, con nifidente tiempo para evitar la colisión. 

Los buques á que se refiere este artículo no estarán obligados ¿ lleva: 
las laces prescritas por el art, 4.» {a) y el art. 11 en sn último párrafo. 

Art. S." Las embarcaciones de práctico, cuando estén ocupadas en 8>: 
circunscripción y prestando sus servicios, no exhibirán las luces eiigidaf- 
á otros buques, pero llevarán una luz blanca en el tope, visible desde to 
dos los pantos del horizonte, y enseñarán también nna luz de destellos v 
luces de destellos, á cortos intervalos, (¡\ie nunca bon de esceder de Iñ 
minutos. 

A la aproximación algo inmediata ú otros buques ó de otros buques, 
han de tener sus furoles de los coslsdos encendidos, listos para usarse, } 
los exhibirán á cortos intervalos, pera indicar la dirección en qne estar 
navi'gHndo; pero la luz verde no se L-iiscriará en el costado de babor ni \:< 
roja en el de estribor. 

Una embarcación de práotii'u rué sea de tal clase que se vea obligaiiii 
á ir al costado de un buque para Ocjnr el práctico á bordo, puede enseilsi 



navegará con precaución hasta que el peligro de la coliaióa haya pasado. 

Beglas relBÜTas al mmbo j manera de gobernar. 

Preliminar.— ñieego áe abordarse. 

El riesgo de abordarse puede, cuando laa circunatancias lo permiten, 
comprobarse vigilando en ¡dadoaa mente la marcación por la aguja del bu- 
que qae se vaya acercando. Si la demora no varía de un modo apreciable, 
■e puede conaíderar que el peligro exiate. 

Art. 17. CoHndo dos buques de vela vayan acercándose uno á otro de 
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manera qae haya riesgo de abordaje, uno de ellos se apartará del otro, á 
tenor de lo siguiente, á saber: 

(a) Un buque que lleve viento largo se separará del rumbo del qae lo 
tenga más escaso. 

(b) Un buque que vaya cifíendo mura á babor, deberá separarse del 
rumbo del que vaya cifiendo á estribor. 

(c) Guando los dos lleven viento largo, pero por diferentes bandas, el 
que tenga el viento por babor se apartará del rumbo del otro. 

(^d) Cuando los dos vayan á un largo con el viento por la misma banda, 
el que tenga el barlovento deberá apartarse del rumbo del que esté á so- 
tavento. 

(e) El que vaya en popa dejará el paso siempre al otro buque. 

Art. 18. Cuando dos vapores se acerquen de vuelta encontrada en la 
misma linea ó casi en la misuia línea, de modo que exista peligro de cho- 
que, cada uno de ellos caerá sobre estribor, de modo que pasen por babor 
uno y otro. 

Este artículo sólo tiene aplicación en los casos en que los buques hu- 
bieran de embestirse de proa ó casi de proa, en forma tal que el riesgo de 
colisión sea efectivo, y no tiene aplicación á dos buques que, pudiendo 
mantenerse en sus respectivos rumbos, pasarían en franquía el uno del 
otro. 

Los únicos casos á los cuales se aplica son cuando cada uno de los dos 
buques se halle proa á proa con el otro, ó casi proa á proa; en otros téimi- 
nos, en los casos en que de día vea cada buque los palos del otro en línea 
recta con los suyos propios, ó casi en línea recta, y de noche, en los casos 
en que cada buque se encuentre en tal posición que pueda ver las dos lu- 
ces de situación de ambos costados del otro. 

No se aplicará, de día, á los casos en que un buque vea á otro por la 
proa cortándole su rumbo propio, ó de noche, en los casos en que cada bo- 
que se encuentre en tal posición que la luz roja de uno esté opuesta á la 
luz roja del otro, ó la luz verde de uno esté opuesta á la luz verde del otro, 
ó cuando se ve por la proa una luz roja sin la verde ó una luz verde sin la 
roja, ó cuando arabas luces verde y roja se ven por cualquiera parte me- 
nos por la dirección de la proa. 

Art. 19. Cuando dos buques de vapor se estén cruzando los rumbos de 
manera que haya riesgo de colisión, el que tenga al otro por su costado de 
estribor le ha de dejar libre el paso. 

Art. 20. Cuando un buque de vapor y otro de vela naveguen en direc- 
eiones tales que produzcan un riesgo de abordaje, el de vapor dejará libre 
el paso al de vela. 

Art. 21. Cuando, según cualquiera de estas Reglas, uno de los dos bo- 
ques deba apartarse del rumbo del otro, el primero se mantendrá en so 
rumbo y velocidad. 

Nota. Cuando por consecuencia de lo cerrado del tiempo ó por otras cau- 
•nos el tal buque se hallase tan próximo qtie no se pudiera evitar la colisián 



sdmitfin la alternativa, decidirá la suerte entre los ministroa el ordeu que 
ha cíe eeguirae para las flrinaa. 

£1 presente reglamento se insertará en el protocolo de toa plenípoten- 
ciarioa de las ocho potencias signatarias del tratado de Parfs en sa sesión 
de le de Mamo de 1815. 



Art. 14. La preHcripción se rige por las leyes del Epatado al caal OO' 

rreaponde el conocimiento del delito. 

II.— DEL ASILO 

Art. 15. Ningún delincuente aeüado en el terrilono de na Estado po- 
drá ser entregado á Us autoridades de otro, sino de conformidad á las re- 
glas que rigen la extradición. 

Art. IS. El asilo es inviolable para los peraegnidos por delitos polfti- 
eos; pero la nación de refugio tiene el deber de impedir que los asilados 
realicen en su territorio netos que pongan en peligro la pat pública de la 
nación contra la cual han delinquido. 

Art. 17. El reo de delitos comunes qne se asilase en una legación, de- 
berá ser entregado por el jefe de ella á las autoridades locales, previa ges 



amo ae estrExiicion; 7 si toaos joe peaiaoB tnvteran la mitma leciia, ei pwí 
requerí do determinará el orden de la entrega. 

Art. 3S. Bi deipués de verificada la entrega de un reo á tin Estado, 
sobreviniese respecto del mismo individuo un nuevo pedido de extradición 
de parte de otro Estado, eorreaponderá acceder ó no si nnevo pedido, á 1» 
mlama nación que verificó la primera entrega, siempre que el reclamado 
no hubiese sido paesto en libertad. 

Art. 29, Cuando la pena que haya de aplicarse al reo sea la de maerie, 
el Estado que otorga la extradición, podrá exigir sea sustituida por la pens 
inferior i d mediata. 

IV. — DBL PROOSDIMIBNTO DE EXTBADIOIÓN 

Art. 30, Los pedidos de extradición serán introducidos por tos ageoM 
diplomáticos ó consulares respectivos, 7 en defecto de éstos, directamenlf 
de Gobierno á Gobierno, y ae scompafiarán los siguientes documentos: 

I. o Respecto de loa presuntos delincuentes, copia legalizada de la leí 
penal aplicable á la infracción que motiva el pedido, y del auto de delen- 
ción 7 demás anteeodentea á que ae refiero el inciso 8.0 del art. 19. 

2." Si se trata de un sentenciado, copia legalizada de la sentencia con- 
denatoria ejecutoriada, exhibiéndose á la vez, ea igual forma, la justifira- 
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